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PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 188/2020/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: *********.*********
AUTORIDADES DEMANDADAS:

DIRECTOR GENERAL DE GOBERNACIÓN DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; EL C. ******************, INSPECTOR ADSCRITO A LA CITADA DIRECCIÓN GENERAL DE GOBERNACIÓN; Y LA SECRETARÍA DE FINAZAS DE GOBIERNO DEL ESTADO.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a veinticinco de enero de dos mil veintiuno.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 188/2020/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el catorce de febrero de dos mil veinte, compareció el C. *********, por propio derecho, para demandar la nulidad de los actos impugnados: a).- La resolución pronunciada el *********, por el Director General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí, con motivo de la orden de visita e inspección, vigilancia y verificación circunstanciada número ********* y acta de inspección, vigilancia y verificación circunstanciada *********, respecto de la cual señaló que nunca le fue notificada; y b).- Oficio número ********* de siete de octubre de dos mil diecinueve, por el cual la autoridad demandada, ordena hacer efectiva una multa de ********* UMA (Unidades de Medidas de Actualización), consecuencia de lo señalado en el inciso anterior.

II.- Por acuerdo de diecinueve de febrero de dos mil veinte, se admitió a trámite la demanda, únicamente por lo que respecta al acto señalado en el inciso a), consistente en la resolución pronunciada el *********, por el Director General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí, ordenándose correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran lo que a su derecho conviniera, ofrecieran y exhibieran las pruebas que estimaran pertinente.

III.- En auto de diecisiete de septiembre de dos mil veinte, se tuvo a las Autoridades Demandadas por contestando la demanda, con excepción del Inspector adscrito a la Dirección General de Gobernación del Estado; y se ordenó correr traslado a la parte actora por el término de diez días para que ampliara su demanda, de conformidad con el artículo 237, fracción V del Código Procesal Administrativo del Estado.

IV.- Mediante proveído de once de noviembre de dos mil veinte, en virtud de que la parte actora no promovió ampliación de demanda dentro del término concedido para tal efecto, se tuvo por precluído el derecho de la demandante para ampliar su demanda. Por último, se señalaron las diez horas del día primero de diciembre de dos mil veinte, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

V.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, sin la presencia de la parte actora ni sus autorizados y sin la asistencia de delegado alguno de las autoridades demandadas; en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que las partes no formularon alegatos, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracción V, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades estatales, donde se ejerce jurisdicción, mediante la imposición de una multa por infracciones a las normas administrativas estatales.
SEGUNDO.- La existencia de la resolución impugnada queda plenamente demostrada con el documento que corre agregado a folios 036 al 040 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público.
TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar de oficio la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por propio derecho *********.
Asimismo, tomando en cuenta que la resolución impugnada se encuentra directamente dirigida al establecimiento con giro de Abarrotes con venta de cerveza “*********”, cuyo propietario lo es el C. *********, mediante la cual el Director General de Gobernación del Estado, le impone una multa por infracción a las normas administrativas estatales, es innegable que cuenta con interés jurídico y por ende, con legitimación para demandar en el presente juicio.

De igual forma, la legitimación de las autoridades demandadas, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el C. *********, en su carácter de Director General de Gobernación dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, parte demandada en el presente juicio, quien para acreditar la calidad con que comparece, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a folios 032 y 033 del expediente en que se actúa.

Asimismo, al comparecer a juicio el C. *********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de dicha Secretaría, parte demandada en el presente juicio, quien para acreditar la calidad con que comparece, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a folios 049 y 050 del expediente en que se actúa.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

Finalmente, por lo que respecta al C. *********, quien se ostentó como Inspector adscritos a la Dirección General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí, al haber omitido exhibir el nombramiento correspondiente en copia debidamente certificada, no acreditó en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el carácter con el que comparece a juicio, en consecuencia se tuvo por no ha lugar a tenerlo por contestando la demanda. 
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

Bajo esa tesitura, se tiene que la autoridad demandada sostuvo sustancialmente que, contrario a lo manifestado por el impetrante, el presente juicio se promovió de manera extemporánea al manifestar lo siguiente:

“Respecto de lo que el actor abduce(sic) como fecha en que tuvo conocimiento de la resolución administrativa (…) pronunciada en fecha 7 de octubre de 2019 y que expresa “Bajo protesta de decir verdad, manifiesto, que del acto materia de impugnación he tenido conocimiento el día de hoy 13 de febrero de 2020, por lo que me encuentro dentro del término de 30 días hábiles…” resulta totalmente FALSO toda vez que con fecha 25 de octubre de 2019, el C. *********, INSPECTOR DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE GOBERNACIÓN (…), llevo a cabo la notificación de la resolución de 7 de octubre de 2019 correspondiente al establecimiento denominado “*********” propiedad del señor *********,  ubicado en calle *********, que es ausencia del titular de la licencia se dirigió con el encargado del lugar quien dijo llamarse *********, identificándose con credencial de elector con número de folio *********, mismo que firmo de recibido.

Por lo tanto se puede acreditar que el término legal de 30 días hábiles para la presentación de la demanda interpuesta por el actor prescribió(sic), ya que del periodo del 25 de octubre del 2018 fecha en que tuvo lugar el acto impugnado al 13 de febrero de 2020 fecha que señala(sic) el actor señala que tuvo conocimiento del acto, supera el término legal (…). El cómputo correcto tuvo como fecha límite el día 13 de diciembre del 2019.”
Con base en lo anterior a juicio de la Primera Sala Unitaria, en la especie se actualizan las causales de improcedencia y sobreseimiento que prevén los artículos 228, fracción VI y 229, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado del tenor siguiente:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

…

VI. Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por éstos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señala este Libro;

(…)”

“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

…

II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior;

(…)”
De los artículos transcritos, se advierte que el juicio contencioso administrativo resulta improcedente, entre otros supuestos,  contra actos respecto de los cuales no se promovió el juicio dentro de los plazos que para tal efecto establece en el Libro Tercero del propio Código, por lo que de actualizarse dicha causal de improcedencia resultara procedente sobreseer el mismo.

Así los artículos 24, fracción I, inciso b) y 232, del Código Procesal Administrativo para el Estado, disponen lo siguiente:

“ARTÍCULO 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será: 

I. De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes: 

a) Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general.

b) ...

c) …

d) …

(…)”
“ARTÍCULO 232. La demanda se presentará por escrito ante el Tribunal dentro del plazo señalado en el artículo 24 de este Código.

(…)”
De lo antes transcrito, se desprende que la demanda deberá presentarse ante este Tribunal, dentro de los treinta días hábiles siguientes, entre otros supuestos, al en que surta efectos la notificación de la resolución o acto que se combata.

Cabe precisar, que el hoy demandante manifestó que nunca le fue notificado el acto impugnado, consistente en la resolución pronunciada el *********, por el Director General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí, y que “bajo protesta de decir verdad” tuvo conocimiento de la misma el 13 de febrero de 2020, por lo que se encontraba dentro del término de 30 días hábiles para interponer el presente juicio, conforme a lo dispuesto en el artículo 24 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Por su parte la autoridad demandada, al momento de producir su contestación de demanda, con el fin de comprobar la legal notificación de la resolución impugnada en cuestión, ofreció como prueba copia certificada de su constancia de notificación, consistente en el acta de notificación levantada el 25 de octubre de 2019, misma que corre agregada en autos a folios 041, constancia a la que se le otorga valor probatorio pleno, en los términos del artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público, aunado al hecho de que el demandante en ningún momento la objetó en cuanto a su autenticidad, contenido y formalidades, lo cual se explica porque no produjo su ampliación de demanda, a pesar de que por acuerdo de diecisiete de septiembre de dos mil veinte, se le concedió el plazo legal para tal efecto, sin embargo, omitió ejercer ese derecho, por lo que mediante auto de once de noviembre del mismo año, se tuvo por precluído el derecho para ampliar su demanda. 
En ese tenor, esta Juzgadora conforme a lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 248 del Código Procesal Administrativo para el Estado, debe considerar que el referido acto de notificación de fecha 25 de octubre de 2019, goza de presunción de legalidad, la cual no fue desvirtuada por el impetrante; en consecuencia, queda desvirtuada la manifestación del enjuiciante en el sentido de que nunca fue notificado de la resolución impugnada y que tuvo conocimiento de ésta hasta el 13 de febrero de 2020, pues como se aprecia de la referida acta de notificación, además de estar dirigida al hoy actor al señalarse en el rubro: “********* – ********* “*********” – CALLE *********”, contrario a su aserto, le fue notificada dicha resolución por conducto del C. *********, en el domicilio de la negociación ubicado en *********, datos que incluso coinciden con lo expuesto en la resolución impugnada.

Precisado lo anterior, a consideración de esta Sala Juzgadora el juicio de nulidad que nos ocupa, no se promovió en forma oportuna, en virtud de que el acto impugnado consistente en la resolución pronunciada el *********, por el Director General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí –visible en autos a folios 036 al 040-,  mediante la cual se determinó al hoy actor una multa equivalente a *********veces la Unidad de Medida y Actualización vigente, le fue notificada el día 25 de octubre de 2019, tal como se desprende del acta de notificación que obra agregada en autos a folio 041; notificación la cual, conforme a lo establecido en el artículo 40 del Código Procesal Administrativo para el Estado, surtió sus efectos el día hábil siguiente (28 de octubre de 2019), por lo que el término de 30 días que se prevé en el artículo 24, en relación con el diverso 232, ambos del Código citado, para que se promoviera esta instancia contenciosa, se computa del 29 de octubre de 2019 al 13 de diciembre de 2019, tomando en consideración que fueron inhábiles entre ambas fechas los días 19, 20, 26 y 27 de octubre; 2, 3, 9, 10, 16, 17, 23, 24 y 30 de noviembre; 7 y 8 de diciembre, por ser sábados y domingos; así como el 31 de octubre; 1° y 18  de noviembre; 12 de diciembre, por ser declarados inhábiles, de conformidad con lo establecido en el calendario de suspensión de labores de este Órgano Jurisdiccional para el año 2019, por lo cual, si la demanda que dio inicio a este procedimiento contencioso administrativo, se presentó en la Oficialía de Partes, el 14 de febrero de 2020, como consta del acuse de recibo visible a folio 01 y del sello que se consigna en la primera página del escrito de demanda visible a folio 02, es concluyente que la interposición del presente juicio ocurrió de manera extemporánea; de ahí que se actualicen las causales de improcedencia y sobreseimiento que se prevén en los artículos 228, fracción VI y 229, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
En efecto, pues el presente juicio se interpuso de manera extemporánea como alude la autoridad demandada, lo que actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 228, fracción VI del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que al notificarse la resolución impugnada el 25 de octubre de 2019 y al presentarse el escrito de demanda hasta el 14 de febrero de 2020, es inconcuso, como se dilucidó en párrafos precedentes, que el juicio no se promovió dentro del término de 30 días hábiles que se prevé en el artículo 24, en relación con el diverso 232, ambos del propio Código; por ende, debe decretarse el sobreseimiento en el juicio con fundamento en el artículo 229, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, pues durante la tramitación del procedimiento en el expediente en que se actúa, sobrevino la causal de improcedencia señalada al tratarse de un acto consentido por manifestaciones de voluntad que entrañaron ese consentimiento, es decir, por no interponerse el juicio en contra de la referida resolución dentro del término que al efecto se establece en el Código en cita.
En conclusión, se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio contencioso administrativo de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos que han quedado expuestos en esta resolución.

En virtud de que esta Primera Sala Unitaria ha decretado la procedencia de las causales analizadas en los párrafos que anteceden, resulta innecesario el estudio de las demás que se alegan y de los argumentos planteados por la parte actora, en razón de que el hacerlo, no  cambiaría  el  sentido  de  esta decisión. 

Queda sustentado lo anterior, por analogía al caso concreto que se deduce, en el criterio que dice:  

"CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO ASÍ COMO LOS DEMAS AGRAVIOS. Al estimarse que en el juicio de garantías se surte una causal de improcedencia y que debe sobreseerse en el mismo con apoyo en los artículos relativos de la ley de Amparo, resulta innecesario el estudio de las demás que se aleguen en el caso y de los restantes agravios, porque no cambiaría el sentido de la resolución.”
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO.

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 228, fracción VI, 229, fracción II, 248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO en el presente juicio, por las razones contenidas en el Considerando Cuarto de esta resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas, con copia autorizada de esta resolución.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
